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Acta No. 625 de noviembre 28 de 2017
  



Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por Cruz Blanca EPS-S, frente a la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, el 6 de octubre último, en esta acción de tutela que Héctor Alonso Franco, en calidad de agente oficioso de María Aleyda Montoya Henao, promovió en contra de la Clínica ESIMED Pereira; la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda; la Secretaría de Salud Municipal de Pereira, y la Secretaría de Desarrollo Social y Político del municipio de Pereira –SISBEN- ; a la que fueron vinculadas la EPS MEDIMÁS SAS, la ESE Hospital Universitario San Jorge y la impugnante.




ANTECEDENTES

  



Héctor Alonso Franco Patiño, en calidad de agente oficioso de María Aleyda Montoya Henao, reclamó la protección de los derechos fundamentales “…al diagnóstico y a la salud”, de los que aquella es titular y que estimó vulnerados por las entidades contra las que accionó. 

  



Se expuso, en resumen, que la señora Montoya Henao se encuentra hospitalizada en la Clínica ESIMED Pereira y fue diagnosticada con “TUMOR MALIGNO DE EXOCERVIX, CA ESCAMOCELULAR INFILTRANTE A VEJIGA Y PARAMETRIO BILATERAL + FISTULA VESICAL/VAGINAL, HEMORRAGIA UTERINA ANORMAL SECUNDARIA, ANEMIA SEVERA CORREGIDA SECUNDARIA, SINDROME CONSTITUCIONAL SECUNDARIO”; por lo cual, el médico tratante ordenó la práctica de “VALORACIÓN PRIORITARIA  POR ONCOLOGÍA CLÍNICA , TAC DE ABDOMEN Y PELVIS CONTRASTADO, RADIOGRAFÍA DE TÓRAX, NEFROSTOMÍA PERCUTÁNEA POR RADIOLOGÍA INTERVENCIONISTA”. En la actualidad no se encuentra vinculada al Sistema General de Seguridad Social en Salud, por lo que procedieron a realizar los trámites de rigor para vinculación al SISBEN y asignación de EPS-S. A pesar de su estado de salud, no se le han practicado los servicios médicos ordenados, con el argumento de que debe estar vinculada a una empresa promotora de salud, lo que ha empeorado la sintomatología de la paciente, en afectación de su salud y su calidad de vida.
  



Solicitó, por tanto, que se ordenara a las accionadas, autorizar, programar y suministrar todos los servicios médicos ordenados por el galeno tratante y brindarle un tratamiento integral, en relación con la patología que presenta. 
 


 
El Juzgado le dio impulso a la acción, y corrió traslado por el término de 2 días.
 



Se pronunció la Secretaria de Desarrollo Social y Político; indicó que la entidad no es prestadora del servicio de salud y, en relación con el trámite de vinculación al SISBEN, según se narra en la demanda, inició el mismo día de promoción de esta, lo que debe ser objeto de análisis y trámite a la luz de la Resolución No. 4743 de 2016, expedida por el Departamento Nacional de Planeación.
 



La Secretaria de Salud Departamental, hizo alusión a hechos, y a un paciente, diferentes a los que aquí se involucran. No obstante, aportó el resultado de una consulta según la cual la accionante aparece en estado activo del régimen contributivo en la EPS CRUZ BLANCA.
 



El gerente de la Clínica “esimed” precisó que lo solicitado por la demandante es del resorte de Medimás EPS, por ser la entidad afiliadora de la interesada.





Por su parte, la Secretaria de Salud y Seguridad Social, expresó que María Aleyda tiene afiliación activa en la EPS CRUZ BLANCA, en el régimen contributivo, por lo que es la que debe asistirla en lo que requiere. 
 



Con esas respuestas, se optó por vincular a la EPS MEDIMÁS SAS, al Hospital San Jorge de Pereira y a la EPS CRUZ BLANCA.





Se anexó constancia de vigencia y paz y salvo relacionada con la afiliación de la demandante a esta última empresa de salud (f. 98 y 99).


 
 
Sobrevino el fallo de primer grado en el que el juzgado, luego de aludir a la importancia del derecho a la salud, a la continuidad en la prestación de servicios,  y con énfasis en el registro de afiliación a la EPS CRUZ BLANCA, halló configurada la vulneración alegada y amparó los derechos fundamentales invocados; le ordenó a esa entidad que en el término de 48 horas siguientes a la notificación de la sentencia, autorizara y programara los servicios “VALORACIÓN PRIORITARIA  POR ONCOLOGÍA CLÍNICA , TAC DE ABDOMEN Y PELVIS CONTRASTADO, RADIOGRAFÍA DE TÓRAX, NEFROSTOMÍA PERCUTÁNEA POR RADIOLOGÍA INTERVENCIONISTA”; que le prestara a la actora un tratamiento integral para los diagnósticos “TUMOR MALIGNO DE EXOCERVIX, CA ESCAMOCELULAR INFILTRANTE A VEJIGA Y PARAMETRIO BILATERAL + FISTULA VESICAL/VAGINAL, HEMORRAGIA UTERINA ANORMAL SECUNDARIA, ANEMIA SEVERA CORREGIDA SECUNDARIA, SINDROME CONSTITUCIONAL SECUNDARIO”, y los servicios que de allí se derivaran, mientras se contara con la vinculación a otra entidad, hasta por un término de 2 meses; se absolvió a los demás intervinientes.
 



Luego de ello, intervino MEDIMÁS EPS SAS para precisar que la demandante está afiliada a Cruz Blanca EPS.
  



Impugnó esta promotora de salud con el argumento de que la señora Montoya Henao se encuentra retirada de esa institución por traslado de régimen, desde el día 19 de septiembre de 2017, por lo que carece de legitimación en la causa y se debe ordenar a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda la asistencia en los servicios requeridos; que debe vincularse a ASMET SALUD, para que indique si se ha solicitado afiliación a favor de la accionante.
  



CONSIDERACIONES

  



El artículo 86 de la Constitución Nacional faculta a toda persona para reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando considere que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o, eventualmente, por particulares.

  



Héctor Alonso Franco Patiño, en calidad de agente oficioso de María Aleyda Montoya Henao, quien al momento de la promoción del libelo se hallaba hospitalizada, lo que justifica la asistencia que en su nombre se deprecó, adicional a la grave afección que la aqueja,
 invocó el amparo de los derechos fundamentales arriba señalados, que consideró conculcados por las entidades frente a las que accionó, como quiera que no se le autoriza la práctica de los servicios médicos que le fueron ordenados, esto es, “VALORACIÓN PRIORITARIA  POR ONCOLOGÍA CLÍNICA , TAC DE ABDOMEN Y PELVIS CONTRASTADO, RADIOGRAFÍA DE TÓRAX, NEFROSTOMÍA PERCUTÁNEA POR RADIOLOGÍA INTERVENCIONISTA”.




  



No hay discusión en punto a que el derecho a la salud adquiere el rango de fundamental por sí solo, según lo viene precisando de vieja data la máxima corporación constitucional
 y lo determina ahora la Ley 1751 de 2015 (art. 1°). 

  



El Juzgado, se dijo, accedió al amparo deprecado, y ordenó, a cargo de CRUZ BLANCA EPS, última entidad afiliadora de la accionante, la autorización y efectiva prestación de los servicios demandados, así como de un tratamiento integral relacionado con la patología denunciada en el libelo.

   



Con esas órdenes se identifica la Corporación, como quiera que está involucrada una persona que, de acuerdo con lo que enseña la foliatura, debe recibir un tratamiento especial, pues atraviesa por una grave condición de salud, según deja ver su historia clínica (tumor maligno de endocervix), al punto que se halla hospitalizada; además, de que se adelantan gestiones para su vinculación al Sistema General de Seguridad Social en Salud en el Régimen Subsidiado, lo que pone de presente una condición económica desfavorable. Todo, en aras de salvaguardar sus derechos, que admiten protección por esta vía, para paliar sus afecciones en procura de sobrellevar una vida en condiciones un tanto más dignas.
 



Así que, para abordar disenso de la EPS finalmente conminada a la prestación que se reprocha, por cuanto la accionante figura con desafiliación desde el 19 de septiembre del presente, tal argumento es inaceptable, por cuanto, incluso, antes de producirse el retiro de la entidad, se inició la atención que aquella demanda en la actualidad (f. 3, 5 a 15, c. 1), sin que pueda desligarse, sin más, de la situación que aflora en el caso concreto.
  



Por supuesto que una decisión de esa clase, no puede convertirse en un obstáculo para la satisfacción de las necesidades de los usuarios de las empresas promotoras de salud, ante el debilitamiento que ello conlleva para quienes requieren de sus servicios, en particular si se trata de personas en situación de debilidad manifiesta. Precisamente, para abordar el segundo aspecto, establece el literal d del artículo 6º de la Ley Estatutaria 1751 de 2015 que por virtud del principio de continuidad, “Las personas tienen derecho a recibir los servicios de salud de manera continua. Una vez la provisión de un servicio ha sido iniciada, este no podrá ser interrumpido por razones administrativas o económicas”, lo que implica que es imposible abandonar al paciente a su suerte cuando viene siendo sometido a un tratamiento específico, sin brindarle alternativas, bien para su recuperación, o para facilitar que otra entidad asuma su atención, aun cuando sea en un régimen de salud diferente.
  



La Corte Constitucional ha desarrollado ese principio con tanta suficiencia, que apartarse de la orientación que ha dado sería vano. En un pronunciamiento muy reciente
, en el que retomó su línea, dijo: 

3.1. Ahora bien, el principio de continuidad fue consagrado inicialmente en la Ley 1122 de 2007 y desarrollado en el artículo 6º (lit. d) de la Ley 1751 de 2015 que establece que “las personas tienen derecho a recibir los servicios de salud de manera continua. Una vez la provisión de un servicio ha sido iniciada, este no podrá ser interrumpido por razones administrativas o económicas”. De tal forma, lo ha aplicado este Tribunal bajo el entendido que conlleva la ejecución de los procedimientos de forma ininterrumpida, constante y permanente, sin que sea aceptable su suspensión sin una justificación constitucional pertinente
. En la Sentencia T-760 de 2008 se expuso:

“Se garantiza pues, que el servicio de salud no sea interrumpido, súbitamente, antes de la recuperación o estabilización del paciente.
 Para la jurisprudencia “(…) puede hacerse la distinción entre la relación jurídica- material, esto es la prestación del servicio que se materializa en una obligación de medio o de resultado según el caso, y la relación jurídica-formal, que se establece entre la institución y los usuarios.”
 Una institución encargada de prestar el servicio de salud, puede terminar la relación jurídico–formal con el paciente de acuerdo con las normas correspondientes, pero ello no implica que pueda dar por terminada inmediatamente la relación jurídica–material, en especial si a la persona se le está garantizando el acceso a un servicio de salud.”

En cuanto a este principio la Corte, en Sentencia C-800 de 2003, estableció cuáles son los eventos constitucionalmente aceptables en relación a la determinación de interrumpir inesperadamente el servicio por parte de las EPS: 

“Por otra parte, también se ha ido precisando en cada caso, si los motivos en los que la EPS ha fundado su decisión de interrumpir el servicio son constitucionalmente aceptables. Así, la jurisprudencia, al fallar casos concretos, ha decidido que una EPS no puede suspender un tratamiento o un medicamento necesario para salvaguardar la vida y la integridad de un paciente, invocando, entre otras, las siguientes razones: 

(i) porque la persona encargada de hacer los aportes dejó de pagarlos; 

(ii) porque el paciente ya no está inscrito en la EPS correspondiente, en razón a que fue desvinculado de su lugar de trabajo; 

(iii) porque la persona perdió la calidad que lo hacía beneficiario; 

(iv) porque la EPS considera que la persona nunca reunió los requisitos para haber sido inscrita, a pesar de ya haberla afiliado; 
(v) porque el afiliado se acaba de trasladar de otra EPS y su empleador no ha hecho aún aportes a la nueva entidad; o 

(vi) porque se trata de un servicio específico que no se había prestado antes al paciente, pero que hace parte integral de un tratamiento que se le viene prestando.” 

Así las cosas, la jurisprudencia ha reconocido cuatro eventos constitucionalmente admisibles para la suspensión del servicio, pero al mismo tiempo ha conferido especial trascendencia al principio de continuidad en salud y a la obligación que tienen las entidades encargadas de materializarlo. Por tanto, les ha vedado la posibilidad de suspender súbitamente la atención habiéndose iniciado los tratamientos o administrado los medicamentos, si como efecto de esta interrupción se vulneran o amenazan derechos fundamentales. Por tal motivo se ha exigido a la institución continuar con la prestación médica hasta tanto el paciente supere la enfermedad o hasta que otra IPS asuma su atención. Con base en ello, está constitucionalmente prohibido, salvo las excepciones previstas en la sentencia C-800 de 2003, que una entidad abandone el tratamiento al que se somete a una persona, su evolución diagnóstica y la búsqueda de alternativas para confrontar la enfermedad.

3.2. Como consecuencia de lo expuesto, la Sala concluye que la fundamentalidad del derecho a la salud se hace efectiva a partir del cumplimiento de los principios de continuidad, integralidad y la garantía de acceso a los servicios, entre otros, como lo consagra la Ley 1751 de 2015
. Ello implica que el servicio sea prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y de calidad.

 


 
Lo anterior permite concluir que la parte accionada, debe continuar con la atención en salud de la actora en los términos ordenados en primer grado, por encima de las situaciones administrativas que pone de relieve, con el fin de garantizar sus derechos fundamentales. 
   



De manera entonces, que las órdenes desplegadas se ajustan a estos lineamientos, incluido el tratamiento integral que se ha concretado a la patología respectiva y resulta más que procedente, atendiendo la gravedad de la afección y la barrera que se le quiere imponer.
  



Razones estas más que suficientes para confirmar el fallo que se revisa.
 



DECISIÓN

  



 Por lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, el 6 de octubre de 2017, en esta acción de tutela que Héctor Alonso Franco, promovió, en calidad de agente oficioso de María Aleyda Montoya Henao.
  



Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992.

  



Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

  



A su regreso, archívese. 
 



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO       

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                            DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Asistencia que se da por válida acorde con el documento que, previo requerimiento de la Sala, se allegó a esta sede, tanto más dada la complejidad de la afección por la que atraviesa la representada (f. 6 a 9, c. 2)


�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Sentencia T-405 de 2017


� Véanse sentencias T-296 de 2016, T-331 de 2015, T-940 de 2014, T-904 de 2014, T-691 de 2014, T-875 de 2013, T-804 de 2013, T-133 de 2013, T-1083 de 2007, T-662 de 2007, � HYPERLINK "http://192.168.2.15:8080/relatoria/2005/T-802-05.rtf" �T-842 de 2005�, � HYPERLINK "http://192.168.2.15:8080/relatoria/2005/T-842-05.rtf" �T-802 de 2005�, entre otras. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-059 de 2007 , en este caso se tuteló el derecho de un joven de 23 años a que no se interrumpiera el tratamiento que recibía por un problema de adicción que lo llevó a perder su cupo como estudiante, a pesar de que se le atendía en condición de beneficiario de su padre, por ser estudiante. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-597 de 1993.


� “Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones”





